	Fecha
	14 de marzo de 1957
	Sesión número
	9

	Motivo: Amparo

	Recurrente: CARLOS MURILLO GONZÁLEZ

	Recurrido: MINISTRO DE SEGURIDAD

	Objeto del recurso: El recurrente objeta los cambios en la ruta de los autobuses ordenados en la ciudad de Heredia.

	Respuesta del recurrido: La orden provino de la Dirección General de Tránsito, y se tenía la potestad para ello según la Ley de Transporte Público.

	Parte dispositiva
	Sin lugar (actuación justificada).


N° 9
SESIÓN EXTRAORDINARIA DE CORTE PLENA celebrada a las catorce horas del catorce de marzo de mil novecientos cincuenta y siete, con asistencia inicial de los Magistrados Baudrit (Presidente), Elizondo, Valle, Quirós, Ramírez, Ávila, Bejarano, Acosta, Jacobo, Soto, Trejos, Sanabria, Calzada, Fernández, Jiménez, Jugo y del suplente Cruz Bolaños.
Artículo I
Leídos: a) el recurso de Amparo interpuesto por el señor CARLOS MURILLO GONZÁLEZ, en su carácter de Gerente de “Transportes Unidos Alajuelenses S. A.” contra el señor Ministro de Seguridad Pública, basado en que este dictó la resolución N° 11 de las diez horas del veinticinco de mayo de mil novecientos cincuenta y seis, en virtud de la cual se dispuso que, en vista de que el tránsito de los autobuses de Heredia—San José por la avenida quinta de la ciudad de Heredia, en la sección comprendida entre las calles sexta y sétima, causaba roces innecesarios con el personal de los autobuses de la ruta Alajuela—San José, los primeros deberían salir por la avenida quinta por la calle quinta para evitar esas fricciones y los consiguientes perjuicios al público; que tal resolución la dictó el veinticinco de marzo del año próximo pasado, al conocer en alzada del recurso interpuesto contra la pronunciada por el Consejo Superior del Tránsito, pero que a fines de diciembre último hizo publicar unos avisos en que se variaban todas las rutas de la ciudad de Heredia, dando esto lugar a que los autobuses que hacen el servicio entre Heredia y San José desemboquen en la avenida quinta por la calle sexta, perjudicando así no sólo a la empresa representada por el exponente sino también a la de los “Station Wagons” que funciona en la avenida quinta entre calles quinta y sexta; que por tal razón ambas empresas sometieron el caso al Consejo Superior del Tránsito, quien por acuerdo número cinco del dieciocho de enero de este año, dispuso mantener la resolución Ministerial de veinticinco de mayo de mil novecientos cincuenta y seis, y ordenó a la Dirección General del Tránsito que autorizara la doble vía en la calle quinta de la ciudad de Heredia. Dependencia esa que estuvo de acuerdo con la medida indicada; que a pesar de lo expuesto, tal resolución no se pudo hacer efectiva por cuanto el Ministerio de Seguridad Pública ordenó a la Dirección General de Tránsito, según parece verbalmente, que no la aplicara y que mantuviera la situación creada a fines del año pasado, según resulta de la nota de catorce de febrero próximo pasado, cuya certificación corre al folio 9 vuelto, en la que el Sub-Director General del Tránsito comunica al señor Jefe Administrativo del Consejo Superior del Tránsito que “por orden del señor Ministro de Seguridad Pública, esta Dirección mantiene en la ciudad de Heredia la regulación existente, aboliendo así la última resolución dictada mediante la cual se había dispuesto que la calle quinta tuviera doble circulación”; que tal decisión unilateral desconoce dos resoluciones firmes conforme a la ley, en perjuicio de una situación jurídica consolidada a favor de la empresa por él representada; que conforme al artículo 5° de la Ley de Transporte Remunerado de Personas, la fijación de las rutas corresponde exclusivamente al Consejo Superior del Tránsito, pudiendo el Ministerio intervenir en esa fijación, pero únicamente en virtud de apelación, recurso que no fue intentado contra la resolución de 18 de enero de este año; que, en consecuencia, el Ministerio de Seguridad Pública no puede revocar de hecho, en la forma irregular en que lo hizo, lo resuelto por el Consejo Superior del Tránsito, pues a ello se oponen los artículos 34 y 41 de la Constitución Política; b) el memorial presentado por el señor Rodrigo Salas Elizondo, en representación de la empresa “Garaje San Gerardo”, en que expresa que se adhiere al recurso de amparo de que se ha hecho mérito, por cuanto la violación cometida por el señor Ministro daña también los derechos constitucionales de la empresa por él representada; agregando a las violaciones reclamadas por el señor Murillo, la del artículo 50 de la Carta Magna, que obliga al Estado a “procurar el mayor bienestar de todos los habitantes del país, organizando y estimulando la producción”…; y c) el informe rendido por ese alto funcionario, en que manifiesta que el recurso de amparo intentado no procede, por no haberse agotado los recursos legales conforme a lo dispuesto en el inciso d) del artículo 27 de la Ley de Transporte Remunerado de Personas, cuyo texto preceptúa que corresponde al Consejo Superior del Tránsito conocer, administrativamente, de las apelaciones que se interpongan contra las órdenes y resoluciones que dicte el Director General del Tránsito, en la aplicación de dicha ley y sus reglamentos; que el artículo 5° ibídem indica con claridad que en las zonas urbanas el derecho de línea no implica el de ruta; y que toda ruta podrá ser variada, según lo requieran las necesidades del servicio público; que de acuerdo con el Ministerio de Obras Públicas, la Dirección General del Tránsito resolvió variar la fijación de calles de una vía en la ciudad de Heredia, publicando al efecto los avisos correspondientes, disposición esta que movió al señor Murillo a formular su recurso en vez de solicitar a la Dirección General del Tránsito un nuevo estudio del caso; y, finalmente, que en el sentir del Ministerio de Seguridad Pública, la facultad que le otorga la ley al Consejo Superior del Tránsito para fijar las rutas, es sin perjuicio del derecho que también le otorga al Ministerio, por medio de la Dirección General del Tránsito, para organizar el mismo en las ciudades y en las carreteras, con miras a la conveniencia y, sobre todo, a la seguridad de las personas, tanto de las que utilizan los medios de transporte remunerado como de las que son dueñas de sus propios vehículos. Previamente se conoció del memorial del recurrente, presentado hoy, en que expresa: “Corte Suprema de Justicia: Yo, Carlos Murillo, conocido en autos, atentamente digo: Enterado de que el Ministerio de Seguridad Pública ha autorizado al señor Director General de Tránsito para que ponga en ejecución del Consejo Superior de Tránsito de 18 de enero último, vengo a pedir a esa Honorable Corte que suspenda los procedimientos en este recurso, ya que si efectivamente la mencionada resolución del Consejo al final de cuentas es puesta en práctica, este recurso carecería de objeto. San José, marzo 14 de 1957. F) Carlos Murillo G.” 

Se acordó: declarar sin lugar la suspensión solicitada, y que se resuelva el fondo del asunto, ya que legalmente no es posible admitir la suspensión de los procedimientos, por venir gestionada como un acto unilateral del recurrente, sin la aquiescencia de la parte contra la que se interpuso el recurso. El Magistrado Cruz Bolaños votó por declarar simplemente sin lugar la suspensión solicitada, y los Magistrados Valle y Ramírez se pronunciaron porque, como la suspensión no procede, prevenir al recurrente para que dentro de ocho días manifieste si desiste o no de su recurso.
En cuanto al fondo del asunto, se resolvió: declarar sin lugar el recurso examinado, por no encontrar apoyo en ninguna de las disposiciones constitucionales que le sirven de fundamento. En efecto, el artículo 34 de la Carta Magna lo que establece es que la ley no tiene efecto retroactivo, situación que no se ha producido en la especie, desde luego que no se ha emitido ley alguna contrapuesta a la Ley de Transporte Remunerado de Personas, y por lo mismo, no han podido ser afectados presuntos derechos derivados de la misma. Tampoco encuentra esta Corte conexidad entre la situación de que se queja el recurrente y el principio enunciado en el artículo 41 ibídem, según el cual ocurriendo a las leyes, todos han de encontrar reparación para las injurias o daños que hayan recibido en su persona, propiedad o intereses morales; porque esa garantía debe entenderse en el sentido de que la pretensión respectiva sea deducida ante la autoridad competente, quien, una vez requerida, está obligada a administrar justicia pronta, cumplida, sin denegación y en estricta conformidad con las leyes. Finalmente, es de hacer notar que el recurso tampoco encuentra base en el artículo 50 de la Constitución, pues su texto sólo alude a la obligación en que está el Estado de procurar el mayor bienestar a todos los habitantes del país, organizando y estimulando la producción y el más adecuado reparto de la riqueza; propósitos estos, de armonía social, que no tienen relación directa con la actitud atribuida al señor Ministro de Seguridad Pública.

El Magistrado Jugo votó en el sentido de rechazar de plano el recurso, por no corresponder a esta Corte el conocimiento del mismo, habida cuenta de que el Director de Tránsito, en oficio que obra en autos firmado por él, manifiesta categóricamente que fue él y no el Ministro de Seguridad Pública, quien tomó la disposición con respecto a la cual se solicita el amparo.
